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de una enfermedad grave que requiere la atención de sus progenitores en 
el escenario hospitalario o en el domicilio en el que se continúa la atención 
sanitaria.

La omisión reglamentista que aquí constatamos en el ámbito de los 
empleados públicos vinculados a la Administración General de la Junta de 
Andalucía, tiene desigual traslación en relación a otros colectivos sometidos 
a regulaciones sectoriales. Hasta el momento se han efectuado regulaciones 
en los distintos regímenes jurídicos de personal (Administración General, 
estatutario-sanitario y docente) abordada a nivel de circulares e instrucciones, 
instrumentos de carácter interno y contenido meramente interpretativo del 
marco legal y reglamentario expuesto. 

Por ello, hemos dirigido una Sugerencia a la Consejería de Hacienda y 
Administración Pública para que con la máxima celeridad se promueva la 
elaboración del texto normativo de desarrollo reglamentario correspondiente 
al permiso para atender al cuidado de hijos con cáncer u otra enfermedad 
grave de menores de edad o mayores que convivan con sus progenitores, y 
en particular la cuestión relativa a la acumulación de la reducción de jornada 
en jornadas completas. (Queja 14/1370).

3.1.2.12. Ejercicio de otros derechos

a) Derecho al honor, la intimidad y la propia imagen

Una de las facetas de nuestra intervención en la defensa de los derechos 
de las personas menores de edad es la referida a la protección de su honor, 
intimidad e imagen personal, con especial consideración a la influencia de las 
nuevas tecnologías de la comunicación e información (TIC). 

El creciente y generalizado uso por menores, cada vez con más corta edad, 
de las redes sociales de internet, así como la disponibilidad de telefonía móvil, 
genera una problemática nueva que se traduce a veces en conflictos de 
relación entre iguales –con la pareja, amigos, vecindad– y en otras ocasiones 
deriva en conflictos con la familia o en el entorno escolar. Y como no podía 
ser de otro modo estas cuestiones a su vez son planteadas como quejas 
ante esta Institución. Así en la queja 13/6894 una menor nos denunciaba 
que su ex novio, que vivía en Marruecos, la acosaba por las redes sociales de 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/falta-desarrollo-reglamentario-reduccion-jornada-cuidado-de-hijos-con-enfermedad-grave
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internet. En la queja 14/999 el interesado se alarmaba tras visionar el video 
de la agresión de una menor a otra divulgado por una red social de internet. 
En la queja 14/814 una menor nos denunciaba que una amiga la acosaba y 
revelaba datos sobre la enfermedad que padecía.

En todas estas quejas y en otras 
de contenido similar asesora-
mos a las personas interesadas 
sobre las vías para defender sus 
derechos y, en aquellos casos en 
que se nos aportaban datos con-
cretos de vulneraciones graves 
de derechos, dimos traslado de 
las denuncias a los organismos 
competentes para su investiga-
ción y depuración de las corres-
pondientes responsabilidades.

Destacamos también las actuaciones realizadas en la queja 14/442 en 
la que se denunciaba la existencia de una página web que fomentaba o 
favorecía conductas de anorexia y/o bulimia, dirigida de manera especial a 
adolescentes. Tras efectuar las pertinentes comprobaciones, constatamos 
que en dicha página web aparecían imágenes y textos alusivos a tales 
desórdenes alimentarios, facilitando o promoviendo conductas de riesgo 
entre personas menores de edad especialmente vulnerables, conculcándose 
con ello su derecho a recibir especial protección.

A este respecto, se ha de tener presente que el vigente Código Penal de España 
no contempla una figura delictiva que específicamente recoja la apología, o 
fomento de tales conductas, a pesar de su potencial efecto pernicioso para la 
salud y estabilidad emocional de las personas que pudieran verse afectadas, 
mucho más tratándose de menores de edad, en algunos casos con riesgo 
incluso para su vida. 

Viene al caso que aludamos a un estudio presentado por la asociación 
Protégeles en eI congreso nacional sobre anorexia y bulimia en internet, 
celebrado en mayo de 2005, en el que señalaba que la cronificación de 
la anorexia se producía en un 20-25% de las personas diagnosticadas. La 
mortalidad se daba aproximadamente en un 5,9% de los casos, de los cuales 

El creciente y generalizado uso por 
menores de las redes sociales de in-
ternet, así como la disponibilidad de 
telefonía móvil, genera una proble-
mática nueva que se traduce a veces 
en conflictos de relación entre iguales 
y con la familia.
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un 27% como consecuencia de actos autolesivos (200 veces más frecuente 
que en la población general).

Es por ello que consideramos que 
ante la gravedad de los hechos 
que relatamos, la conducta que 
realiza quien aloja y publicita 
dichos contenidos en internet 
no puede ser pacíficamente 
asumida por las instituciones 
públicas que tienen el mandato 
constitucional de protección 
integral de los hijos, gozando 
éstos de la protección prevista 
en las leyes internacionales que 
velan por sus derechos (artículo 
39 de la Constitución), y que además tienen la obligación de tutelar la salud 
pública a través de las medidas preventivas y de las prestaciones y servicios 
necesarios (artículo 43 de la Constitución). Por dicho motivo, en ausencia 
de reflejo explícito en el Código Penal, resaltamos el instrumento normativo 
contemplado en el artículo 8 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios 
de la sociedad de la información y del comercio electrónico, que prevé la 
adopción de las medidas necesarias para interrumpir la prestación de un 
servicio en internet o retirar parte de los datos publicados cuando se atente 
contra la salud pública o contra la juventud y la infancia.

Al exceder dicha actuación de las competencias de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, ya que recaen en un órgano de la Administración del Estado, 
en concreto al Ministerio de Industria, Energía y Turismo, decidimos dar 
traslado de la queja y de nuestra posición al respecto al Defensor del Pueblo 
Español, quien nos informó que la Secretaría de Estado de Servicios Sociales 
e Igualdad estaba realizando los trabajos correspondientes a la elaboración 
de un Plan Integral de Apoyo a la Familia 2014-2017, donde se iban a incluir 
medidas específicas en el ámbito de las tecnologías de la comunicación 
e información, destacando la necesidad de prestar atención especial a la 
protección de la infancia en internet. 

La conducta que realiza quien aloja y 
publicita contenidos favorecedores de 
la bulimia y anorexia en internet no 
puede ser pacíficamente asumida por 
las instituciones públicas que tienen 
el mandato constitucional de protec-
ción integral de los menores.
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b) Derecho al juego

Un aspecto básico en el desarrollo de los niños y adolescentes es el juego, el 
disfrute de momentos de esparcimiento al aire libre, y su acceso a actividades 
recreativas especialmente adaptadas a su concreta etapa evolutiva. Y no 
siempre es éste un derecho de fácil ejercicio, muestra de ello es la queja 
14/3152 en la que se requirió la mediación de esta Institución para solventar 
un conflicto vecinal respecto del ruido provocado por el juego de niños en 
un espacio público. 

Por su parte, en la queja 14/4427 
nos hicimos eco de un accidente 
ocurrido en las atracciones 
de feria de una pedanía de un 
municipio de Sevilla por el que 
falleció una niña de 12 años de 
edad. Tras interesarnos por lo 
ocurrido nos fue remitido por 
la corporación local un informe 
que detallaba la documentación 
requerida a la instalación para el 
inicio de su actividad, ajustándose 

al Decreto 195/2007, que regula las condiciones generales de espectáculos 
públicos y actividades recreativas, así como la normativa de régimen local 
aplicable, encontrándose las circunstancias concretas del incidente en fase 
de investigación judicial.

Es este asunto, el relativo a la regulación y control de las instalaciones 
recreativas habilitadas para su uso por menores, un lugar común en 
las intervenciones de este Defensor, y es por ello que prolongamos las 
actuaciones de la queja 11/5835 en la que nos cuestionamos cuál es la 
normativa aplicable a las instalaciones lúdicas o parques infantiles privados, 
así como la Administración competente para su inspección y, en su caso, 
sanción de posibles incumplimientos.

En la tramitación de dicha queja nos dirigimos en primer lugar al Ayuntamiento 
de Sevilla, en la creencia de que el parque en el que existían deficiencias 
era de titularidad municipal, encontrándonos con que al ser de titularidad 
privada la Corporación local, mediante un informe motivado, negaba tener 

Un aspecto básico en el desarrollo de 
los niños y adolescentes es el juego, 
el disfrute de momentos de espar-
cimiento al aire libre, y su acceso a 
actividades recreativas especialmente 
adaptadas a su concreta etapa evo-
lutiva.

http://defensordelmenordeandalucia.es/content/pedimos-una-nueva-normativa-sobre-los-parques-infantiles
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competencias para ejecutar ninguna de las actuaciones previstas en el 
Decreto 127/2001, de 5 de junio, sobre medidas de seguridad en parques 
infantiles.

En consecuencia, tras examinar detenidamente la regulación contenida 
en el Decreto 127/2001, encaminamos nuestras actuaciones hacia la 
Dirección General de Infancia y Familias (actualmente Dirección General de 
Personas Mayores, Infancia y Familias) a fin de conocer qué intervención era 
viable realizar para solventar la problemática del referido parque infantil. 
En respuesta recibimos un documentado informe en el que se citaba 
diversa normativa de aplicación, concluyendo que la responsabilidad de la 
inspección y control así como del ejercicio de la potestad sancionadora por 
el incumplimiento de las medidas de seguridad establecidas en el Decreto 
127/2001, de 5 de junio, en los parques privados de uso colectivo debía 
corresponder a la Consejería de Justicia e Interior por cuanto que la normativa 
emanada o promovida por dicha Consejería, en especial la Ley 13/1999, de 
15 de diciembre, de espectáculos públicos y actividades recreativas, incluía 
en su ámbito de aplicación parques infantiles de titularidad pública o privada.

Y esta última Consejería a su vez, tras recibir idéntica petición por nuestra 
parte, volvió a orientar la solución del problema hacia el Ayuntamiento al 
que nos dirigimos en primera instancia, argumentando que conforme 
a lo establecido en la Ley 13/1999 los Ayuntamientos son competentes 
para conceder las autorizaciones de instalación y apertura de cualquier 
establecimiento abierto al público que haya de destinarse a la celebración 
de espectáculos públicos o a la práctica de actividades recreativas, lo que 
incluye a los parques infantiles de uso público, con independencia de que 
su titularidad pudiera ser privada. En consecuencia los Ayuntamientos 
serían competentes para inspeccionar y controlar dichos establecimientos, 
así como para iniciar, instruir y resolver los procedimientos sancionadores 
por infracciones leves y graves, y para imponer las sanciones de suspensión 
y revocación de las autorizaciones que hubieran concedido y, en su caso, 
ordenar la clausura de los establecimientos cuya actividad se encuentra 
sometida a autorización municipal.

La secuencia de actuaciones que acabamos de reseñar se nos antoja 
como un laberinto jurídico de complicada solución, y ello a pesar de 
que en la tramitación de la queja hayamos solicitado la colaboración de 
diferentes servicios administrativos dotados de personal especializado 
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para la interpretación de la normativa que resultaría de aplicación. Y no se 
compadece esta dificultad con la vocación de generalidad y de uniformidad 
normativa que pretendía el Decreto 127/2001, de 5 de junio, sobre medidas 
de seguridad en parques infantiles.

Por todo lo expuesto, dada la vocación uniformadora de la regulación de los 
parques infantiles, y considerando la imprecisión del ámbito de aplicación 
del Decreto 127/2001, especialmente en lo referente a parques infantiles de 
titularidad privada, es por lo que formulamos a una Sugerencia a la Dirección 
General de Personas Mayores, Infancia y Familias para que fuese promovida 
una modificación de la citada reglamentación, clarificando tales aspectos y 
actualizando sus previsiones a los cambios experimentados en la legislación 
durante sus años de vigencia. Esta resolución ha sido aceptada.

Además de interesarnos por mejorar la normativa reguladora de los parques 
infantiles, a lo largo de 2014 también hemos dado trámite a quejas concretas 
por deficiencias en parques infantiles, tal como en la queja 14/881 en que se 
relatan deficiencias en un parque infantil Bollullos de la Mitación (Sevilla); o 
en la queja 14/4442 que se denunciaban desperfectos e irregularidades en 
los parques infantiles de San Fernando (Cádiz). 

Por último, y en cuanto a las dificultades de las personas menores de 
edad para el disfrute en condiciones de seguridad de espacios públicos, 
referiremos también las actuaciones en la queja 14/1615 en la que la madre 
de una menor residente en un municipio de Sevilla se mostraba perpleja 
ante la ausencia de controles de un animal –caballo poni– que se encontraba 
suelto en una parcela cercana a su casa. Su hija fue mordida por dicho 
animal, sufriendo graves heridas, y es por ello que solicitó la intervención de 
esta Institución.

Tras analizar la queja comprobamos el incumplimiento de la ordenanza 
municipal en lo referente a vallado de la parcela y eliminación de matorrales 
donde se ubicaba el animal, sin que constase que el ayuntamiento hubiera 
actuado para hacer cumplir tales exigencias mediante el correspondiente 
requerimiento a su titular, ello a pesar de haber recibido denuncias de 
incidentes con dicho animal con anterioridad. Por todo ello formulamos 
una Recomendación, que fue aceptada por el ayuntamiento, para que 
en ejercicio de las competencias municipales se realizasen las actuaciones 
necesarias para conseguir el vallado y limpieza de la parcela urbana en que 

http://defensordelmenordeandalucia.es/content/pedimos-el-vallado-de-una-parcela-donde-habita-un-poni-ante-el-riesgo-para-los-menores-que-p
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se produjo el incidente relatado en la queja, evitando con ello situaciones de 
riesgo para los menores que transitan por la zona.

En cuanto a la práctica deportiva 
por menores de edad nos 
hemos preocupado por la 
reiteración de hechos violentos 
acaecidos en el transcurso de 
competiciones deportivas en las 
que participan niños y niñas, a 
veces protagonizadas por ellos 
mismos, y en más ocasiones de 
las deseables por las personas 
adultas que los acompañan. En 
tal sentido en la queja 14/320 nos hemos interesado por la habilitación de 
un sistema de recogida de información de hechos violentos acaecidos en 
competiciones deportivas en que participen menores de edad. A juicio de 
esta Institución dicha información resulta indispensable para la programación 
de actividades deportivas en que participen menores de edad, de modo que 
las Administraciones Públicas competentes pudieran intervenir de un modo 
más eficaz con los distintos agentes –menores, familiares, entrenadores, 
clubs deportivos, asociaciones, etc.– que participan en las competiciones 
deportivas para prevenir los episodios de violencia, actuando de manera 
especial en aquellos sectores, actividades o localizaciones geográficas en que 
los fenómenos de violencia se hubieran producido de forma más reiterada.

c) Seguridad vial

Conscientes de la trascendencia que la educación vial tiene, especialmente 
en el colectivo de menores y jóvenes, en este ejercicio hemos tramitado, de 
oficio, la queja 14/2809. Tras la entrada en vigor de la Ley 27/2013, de 27 
de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local 
(en lo sucesivo LRSAL), algunos ayuntamientos cuestionaron que pudieran 
seguir desarrollando sus competencias en materia de educación vial.

Esta Institución considera vital que, sin perjuicio de la competencia de la 
Dirección General de Tráfico y de la Consejería respectiva en materia de 
educación, los centros escolares y los Ayuntamientos deben continuar 
desarrollando su labor en el ámbito de la educación vial, pues son quienes, 

Nos hemos interesado por la habilita-
ción de un sistema de recogida de in-
formación de hechos violentos acae-
cidos en competiciones deportivas en 
que participen menores de edad.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/un-paso-mas-para-que-los-ayuntamientos-continuen-competencias-educacion-vial
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hoy por hoy, se han implicado en transmitir, sobre todo con los menores, 
pero también con otros sectores de edad, una información y formación 
extraordinariamente útil para conocer y prevenir los riesgos que se generan 
en nuestras poblaciones en relación con la circulación de vehículos y 
los desplazamientos a pie, como pueden ser pasos cebra, semáforos, 
comportamientos incívicos, etc.

Sin lugar a dudas, como ya he-
mos manifestado, la familia y la 
escuela son los ámbitos natura-
les en los que fundamentalmen-
te se transmite el conocimiento 
para afrontar los riesgos deriva-
dos de la circulación vial y todos 
conocemos el papel indiscutible 
de las delegaciones municipales 
de movilidad o tráfico y los agen-
tes de la policía local.

La LRSAL, dentro de sus obje-
tivos de saneamiento y control 
financiero de las actividades de 
los Ayuntamientos, en principio, 
únicamente permite que éstos 
ejerzan sus competencias en los supuestos en los que expresamente se les 
atribuye la legislación estatal o autonómica. 

Los centros escolares y los Ayunta-
mientos deben continuar desarro-
llando su labor en el ámbito de la 
educación vial, pues son quienes se 
han implicado en transmitir, una in-
formación y formación extraordina-
riamente útil para conocer y prevenir 
los riesgos que se generan en nues-
tras poblaciones en relación con la 
circulación de vehículos y los despla-
zamientos a pie.


